	En la ciudad de Mendoza a los tres días del mes de abril de dos mil doce, reunidos en la Sala de Acuerdos de la Primera Cámara Civil de Apelaciones, los Dres. Ana María Viotti y Silvina Miquel, trajeron a deliberación para resolver en definitiva la causa nº 118.322/44.009 caratulados: "VIDELA, MAURICIO ANDRES C/ FARRANDO, ROSARIO DEL CARMEN P/ DESALOJO" originaria del Cuarto Juzgado Civil, Comercial y Minas de la Primera Circunscripción Judicial, venidos al Tribunal por apelación de fs. 180, contra la sentencia de fs. 172/174.- 

De conformidad con lo ordenado en el art. 160 de la Constitución Provincial, planteándose las siguientes cuestiones a resolver: 

1a. Cuestión: ¿Es justa la sentencia? 

2a. Cuestión: Costas.- 

Practicado el sorteo de ley arrojó el siguiente orden de votación: Dres. Viotti y Miquel.- 

Sobre la Primera Cuestión, la Dra. ANA MARÍA VIOTTI dijo: 

I.- Que a fs. 180 a parte actora promueve recurso de apelación contra la sentencia de fs. 172/174 que no hace lugar a la demanda de desalojo deducida por el Sr. Mauricio Andrés Videla contra la Sra. Rosario del Carmen Farrando. 

Al fundar el recurso a fs. 186/196 el apelante plantea en primer lugar la nulidad de la sentencia de primera instancia, por considerar que viola el principio de congruencia, porque omite considerar la materia propia del juicio de desalojo, entrando a la esfera de las acciones petitorias, exigiendo que el actor ostente una acción real, derivada de un derecho real. Agrega que se basa en una única posición de la absolución de la actora, donde manifiesta que no pudo ingresar a la vivienda, para concluir que no es propietario, sin analizar la prueba de la calidad de tenedora de la demandada. 

Por otra parte, sostiene que la sentencia; haciendo abstracción de los elementos obrantes en autos, estima que no es suficiente para iniciar una demanda de desalojo, ser propietario del inmueble en base a la escritura acompañada, aunque la demandada haya reconocido ser mera prestataria del mismo y que de la totalidad de la prueba rendida la demandada ha reconocido como dueño, primero al Sr. Miranda y luego, al Sr. Videla, ofreciéndole a éste alquilarle el inmueble. 

Además, analiza la prueba rendida, en especial la escritura de venta del inmueble del Sr. Arturo Domingo Miranda al actor, donde, se declara luego, de haberse operado la tradición, que la vendedora continúa ocupando la vivienda a título de comodataria, sin que existieran otros ocupantes en el inmueble, la carta documento exigiendo la restitución del inmueble y el acta notarial de fecha 23/07/09, donde la demandada manifiesta que le vendió la propiedad al Sr. Miranda y siguió como mera prestataria, sin tiempo determinado, lo que se ve corroborado con el testimonio del Sr. Antonio Domingo Miranda. 

Agrega que la demandada se limita a invocar la posesión, sin rendir ninguna prueba que acredite esa circunstancia, a través de los correspondientes actos posesorios. Concluye que la venta realizada por la demandada al Sr. Miranda es plenamente válida, porque la Sra. Farrando realizó la tradición del bien y comenzó a detentar el inmueble en calidad de prestataria y que la posterior trasmisión del dominio del inmueble, su inscripción registral y comunicación a la locataria otorga legitimidad activa al nuevo adquirente para demandar el desalojo del inmueble. 

A fs. 201/205 contesta la parte demandada solicitando el rechazo del recurso planteado por las razones que allí expone y a fs.211 se llama autos para sentencia, practicándose el sorteo de la causa. 

II.- Conforme las normas procesales, sólo procede la declaración de nulidad de una resolución cuando existen defectos en el procedimiento, no convalidados, o en la sentencia (art. 133 ap. IV del C.P.C.). 

Respecto de los defectos en la sentencia, Palacio afirma que es vasto el repertorio de irregularidades que puede afectar la validez de las resoluciones judiciales y autorizan en principio, la declaración de nulidad. Tales por ejemplo, la omisión de la fecha en que es dictada y tal defecto ocasiona un perjuicio a las partes, el error sobre el nombre de las partes que imposibilita la ejecución de lo decidido, el pronunciamiento sobre cuestiones no planteadas o articuladas extemporáneamente, la omisión de pronunciamiento sobre puntos esenciales y la falta de fundamentos, pero en este caso, sólo la ausencia total de fundamentos determina la nulidad de la resolución, ya que la fundamentación insuficiente es reparable por vía de la apelación (Palacio Lino Enrique, Derecho Procesal Civil, T° V, Bs. As., Abeledo-Perrot, p. 144). 

En definitiva, la declaración de nulidad de la sentencia requiere la existencia de una irregularidad manifiesta y grave. De allí que, según lo tiene reiteradamente establecido la jurisprudencia, aquella declaración no procede cuando los vicios invocados son susceptibles de repararse mediante el recurso de apelación. 

En el caso en examen, no existe ningún vicio que pueda provocar la declaración de nulidad de la sentencia, de primera instancia, ya que el Juzgador no ha omitido la consideración de cuestiones fundamentales planteada por las partes y los posibles defectos que pueda presentar la resolución son susceptibles de ser reparados a través del recurso de apelación. 

La recurrente pretende que se declare la nulidad de la sentencia porque el Juez a-quo, ha violado el principio de congruencia, al expedirse sobre la falta de calidad de propietario del inmueble del actor, por no haber recibido la tradición del bien por parte del vendedor, a través de actos materiales, ya que el mismo, se encontraba ocupado por la demandada que invocaba la calidad de poseedora. 

La congruencia es la conformidad que debe existir entre la sentencia y la pretensión o pretensiones que constituyen el objeto del proceso, más la oposición u oposiciones en cuanto delimitan ese objeto. 

A tal requisito se refieren los códigos procesales, tal lo que ocurre en el Código Procesal Civil de Mendoza: el art. 90 inc. 4° dispone que la sentencia contendrá "decisión expresa y precisa, total o parcialmente positiva o negativa sobre cada una de las acciones y defensas deducidas en el proceso o motivo del recurso". 

La congruencia debe resultar del pronunciamiento en su conjunto, ya que la parte dispositiva no hace más que sintetizar las conclusiones establecidas por el órgano judicial al decidir, en los llamados considerandos, las cuestiones involucradas en la pretensión o pretensiones del actor y en la oposición u oposiciones del demandado.De lo expuesto se infiere que la observancia del principio de congruencia exige una rigurosa adecuación de la sentencia a los sujetos, el objeto y la causa que individualizan a la pretensión y a la oposición. 

En lo que concierne al objeto, el principio de congruencia requiere que el juez emita pronunciamiento, total o parcialmente positivo o negativo, sobre las pretensiones y oposiciones formuladas por las partes y sólo sobre ellas, respetando sus límites cualitativos y cuantitativos. De ello se infiere que el fallo incurre en incongruencia, cuando omite decidir sobre alguna pretensión u oposición, conteniendo, por lo tanto, menos de lo pedido. También, transgrede el principio de congruencia el fallo que excede las peticiones contenidas en la pretensión o la oposición, concediendo o negando más de lo reclamado por las partes. 

En el caso concreto de autos, la sentencia, no ha incurrido en violación del principio de congruencia y por tanto, no corresponde la declaración de nulidad de la resolución. 

El Juzgador está facultado para analizar aún de oficio la legitimación activa y pasiva de los litigantes pudiendo rechazar la demanda, si comprueba que el actor carecía de la calidad invocada. Ello significa que en el caso concreto del juicio de desalojo, promovido por quien invoca la calidad de propietario, contra un tenedor precario, el Juez puede analizar, si el actor ostenta tal calidad y rechazar la demanda si considera que ese carácter no surge acreditado con la prueba rendida. 

Sin embargo, en el caso en examen, la decisión del Juez a-quo de que el actor, carece de legitimación para reclamar el desalojo, porque no surge probada la calidad de propietario del inmueble, no resulta correcta. 

El Juzgador afirma que en la primera transferencia no se materializó la tradición del inmueble; que es un recaudo indispensable para que el acreedor adquiera un derecho real sobre el bien, conforme el artículo 577 C.C., lo que tampoco se produjo en la segunda venta. Considera que en la venta celebrada el 28/09/06, en que la demandada, Sra. Rosario del Carmen Farrando, vendió la propiedad al Sr. Arturo Domingo Miranda, la declaración contenida en la cláusula tercera, resulta insuficiente para que la posesión se adquiera por tradición y que dado que la demandada continuó ocupando el inmueble, era indispensable que en la escritura de venta se dejase expresa constancia de que la vendedora iba a continuar ocupándolo como comodataria. Respecto de la segunda transferencia, considera que el actor no pudo adquirir la posesión del inmueble porque al absolver posiciones reconoció que no pudo ingresar al mismo, porque se lo impidió la actora, desconociendo el derecho posesorio de Miranda. 

La conclusión no resulta correcta en base a las pruebas rendidas analizadas a la luz de la sana crítica. 

El contrato de compraventa de un inmueble instrumentado en escritura pública, sirve como título, para la constitución del derecho real (art. 1185 C.C.), pero para que opera la transmisión del dominio, se requiere, además, que el mismo sea seguido de la tradición (arts. 577, 2377, 3265 del C.C.) y la inscripción registral (art. 2505 C.C.), como recaudo de publicidad frente a terceros. El artículo 2377 C.C., dispone que: "la posesión se adquiere también por la tradición de las cosas. Habrá tradición, cuando una de las partes entregare voluntariamente una cosa y la otra voluntariamente la recibiese". Por su parte, el artículo 2378 C.C. establece que: "la tradición se juzgará hecha, cuando se hiciere según alguna de las formas autorizadas por este Código. La sola declaración del tradente darse por desposeído, o de dar al adquirente la posesión de la cosa no suple las formas legales". 

El constituto posesorio, previsto en el artículo 2462, inc. 3° del Código Civil, constituye una excepción al principio de los artículos 577 y 3265 del C.C. Aparece el constituto posesorio, cuando el poseedor trasmite a otro la posesión, pero quedándose como tenedor de la cosa. Así si el propietario vende su inmueble a un tercero, pero permanece en aquél en calidad de locatario o comodatario. La jurisprudencia exige, para tenerlo por reconocido, que el constituto posesorio resulte de dos actos reales, serios, distintos, independientes y de fecha cierta. La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que la figura del constituto posesorio requiere indudablemente un segundo acto jurídico, distinto del precedente, que justifique la retención alieno domine de la cosa por quien antes era su dueño (C.S.J.N., 03/04/86, "Club Comunicaciones c/ Universidad de Buenos Aires", L.L. 1987-A-273). Así, en el supuesto de la locación, no basta con manifestar en la escritura pública de compraventa que "el vendedor transmite el dominio y la posesión y se constituye en poseedor a nombre del comprador, a título de inquilino", porque ello iría en contra del principio del artículo 2378 C.C. Resulta necesario que, ya sea en la misma escritura o por acto aparte, formalizado en instrumento público o privado de fecha cierta, se concrete un contrato de locación, con todos los requisitos y cláusulas pertinentes (conf. Bueres, Alberto-Highton, Elena, Código Civil y leyes complementarias. Análisis doctrinal y jurisprudencial, t. 5 A, Bs. As. Hammurabi, 2ª edición, 2004, p. 341/342). 

En la escritura de venta por tracto abreviado y desafectación de bien de familia otorgada el 28/09/2006, ante la escribana Sonia Jimena Olaiz, la Sra. Rosario del Carmen Farrando vendió al Sr. Arturo Domingo Miranda, el inmueble ubicado en calle Tinogasta n° 528, del Barrio E.P.A., de Carrodilla, Luján, con una superficie de 234 m2, por un precio de $ 28.000; pagado en efectivo en ese acto. En la cláusula tercera se consigna que la vendedora ha hecho tradición del inmueble y desiste de los derechos de posesión y dominio, que tenía sobre el inmueble y los trasmite al adquirente, obligándose por evicción y saneamiento. 

Por escritura n°11 de fecha 24/06/09 pasada ante la escribana Silvina Lourdes Fábrega; el Sr. Arturo Domingo Miranda vende al Sr. Mauricio Andrés Videla, el inmueble con edificio, ubicado en calle Tinogasta 528, Barrio E.P.A., de Carrodilla, Luján con una superficie de 234 m2, por un precio de $ 80.000; donde se manifiesta que el vendedor se aparta y desiste de los derechos de propiedad y posesión que sobre lo vendido tenía y los trasmite al comprador, quien toma la posesión, operándose la tradición. Como declaración complementaria se consigna que el vendedor manifiesta que el 28/09/2006, adquiere la propiedad de la Sra. Rosario del Carmen Farrando, del inmueble objeto de esta escritura y que la vendedora continuó ocupando la vivienda a título de comodataria sin que existiera en ese momento otros ocupantes en el inmueble y posteriormente el día 12/02/09, mediante carta documento 8778472, se intimó a la Sra. Farrando a que en el plazo de 72 horas, desalojara el inmueble, sin que hasta la fecha haya abandonado el mismo encontrándose al día de la fecha en la propiedad sin derecho alguno, por lo que desiste a favor del adquirente los derechos de propiedad, dominio y posesión que sobre el inmueble tenía, cediéndole todos los derechos y acciones que derivan de la posesión. Además se agrega que el Sr. Miranda, manifiesta que el precio de venta del inmueble contempla el estado de ocupación de éste y que descuenta al vendedor, del precio de venta, la suma de $ 2.000, en concepto de honorarios del profesional que se hará cargo del juicio de desalojo de la ocupante, por lo tanto, con la firma de la escritura traslativa de dominio, el comprador estará legitimado para iniciar el proceso de desalojo y/o el que corresponda. Por su parte, el comprador manifiesta que la recibe en el estado de ocupación en que se encuentra haciéndose cargo de todos los actos judiciales y/o extrajudiciales a los fines de lograr la desocupación del mismo, por lo que el Sr. Videla desiste de cualquier acción o reclamo en contra del vendedor por el estado de ocupación del inmueble. 

A fs. 5/6, se agrega copia del acta notarial, solicitada por Mauricio Andrés Videla, el 23/07/2009, a la escribana María Soledad Pérez, requiriendo la constatación en la propiedad ubicada en calle Tinogasta n° 528, Barrio E.P.A., Carrodilla, Luján, de si la Sra. Rosario del Carmen Farrando, continúa ejerciendo la tenencia de la propiedad, en el carácter de mera prestataria, ya que el inmueble fue vendido por ella, al Sr. Arturo D. Miranda, quien le permitió ocuparla en virtud de la confianza que existía entre las partes y la notificación de que ha cesado el préstamo de uso sin plazo; otorgado en los términos del artículo 2285 del Código Civil, por lo que deberá desocupar la vivienda en el plazo de 30 días, contados, desde la fecha. 

A las 21, 35 hs. del 23/07/09, la escribana se hace presente en el domicilio de calle Tinogasta 520 de Carrodilla y atendida por la Sra. Rosario del Carmen Farrando, le hace conocer el requerimiento y ésta manifiesta, que le vendió la propiedad al Sr. Miranda y que está como mera prestataria, sin tiempo determinado, agregando que no recibió dinero por la venta, ni le pagaron nada. Además, se notifica del nuevo adquirente, Sr. Mauricio Videla y se la intima a que desocupe la propiedad, manifestando que va a buscar asesoramiento reconociendo ser tenedora del inmueble. 

Conforme lo dispuesto por el artículo 2255 del Código Civil, el contrato de comodato o préstamo de uso, es real, gratuito, recae sobre cosas no fungibles, unilateral, nominado, conmutativo y no formal. El artículo 2263 C.C., dispone que ninguna forma es indispensable para el comodato y toda clase de prueba del contrato es admisible, aunque la cosa prestada valga más que la tasa de la ley. Ello significa, que cualquier medio de prueba es admitido para acreditar la existencia del contrato, que la mayor parte de las veces se realiza sin otorgarse documento alguno (conf. Bueres, Alberto - Highton, Elena, obra citada, t. 4 E, p. 458/461). 

Ello así, en el caso en examen, con las manifestaciones de la escritura pública n° 11 del 24/06/09 y lo reconocido por la demandada, en el acta notarial, de fecha 23/07/09, se ha acreditado el constituto posesorio, por lo que corresponde concluir que el Sr. Arturo Domingo Miranda, adquirió la propiedad del inmueble, que luego vendió al actor, Sr. Mauricio Andrés Videla, quien a pesar de no haber recibido la tradición de la cosa, tiene acción para reclamar el desalojo del inmueble de la actual tenedora. 

En sentencia del 11/11/2010, en expte. n° 114.174/42.095, caratulado: "Dalmau, Carlos Hugo c/ Sayegh Kung, Eva Beatriz p/ Desalojo", esta Cámara admitió la legitimación activa para reclamar el desalojo del inmueble del adquirente del bien, que no recibió la tradición en el momento de la celebración del contrato. Allí se dijo:"En punto a la primer defensa de falta de legitimación activa debe señalarse que aún para la acción reivindicatoria, acción más estricta respecto de la prueba de la titularidad del derecho real de dominio, ya que sólo se le otorga a éstos, se ha admitido que el adquirente por escritura pública y sin tradición puede accionar por dicha vía. Ello, por considerarse que se ha realizado una cesión implícita de las acciones de las que era titular el vendedor, o también se ha hablado de una subrogación real. Por lo tanto cierta jurisprudencia que se considera acertada, admite que el titular de un derecho real al que no se le hizo tradición de la cosa pueda accionar por desalojo. En este sentido la Suprema Corte de Justicia de Mendoza, en el caso Farina en J: Petito c/ Farina del 26/6/89 (30), sentó que la situación puede asimilarse con lo que acontece con la acción reivindicatoria, considerando que el contrato de compraventa implica la cesión de las acciones que disponía el enajenante. La Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, del Trabajo y Contencioso administrativo de Villa Dolores el 24/09/2007 en el caso "Quinteros, Florencia Pilar c/ Cabrera, Mónica Noemí y otro" ha dicho: "La falta de prueba de la condición de propietaria que ostentaría la parte actora en el juicio de desalojo, respecto del inmueble cuya desocupación pretende, por no haberse demostrado la entrega de la posesión, es irrelevante a los fines de la legitimación activa, toda vez que el adquirente del inmueble por escritura pública es sucesor a título singular del enajenante, por lo que adquiere todos los derechos sobre la cosa que tenía su antecesor, a lo que debe añadirse que, si se reconoce la acción reivindicatoria al comprador que no ha recibido la tradición (plenario Arcadini J. A. 1958-IV, p.427) con mayor razón queda habilitado para la acción de desalojo" (Legitimación del adquirente que no tuvo la posesión de la cosa para ejercer la acción reivindicatoria (Kiper, Claudio M., LA LEY 1990-C, 53)." 

"Que tanto más esa legitimación para demandar por desalojo debe reconocerse cuando expresamente la acción ha sido cedida en la escritura de venta, como aquí ocurre." 

En igual sentido ha resuelto la Cuarta Cámara Civil, en sentencia de fecha 16/03/2012, en expte. n° 457/34092, caratulado: "Álvarez, Elba Azucena c/ Ramón, José Manuel y ots. p/ Desalojo". El proceso de desalojo constituye un verdadero acto de administración de naturaleza conservatoria, donde se trata de obtener la restitución del predio, locado u ocupado sin derecho; de allí que no obsta a la legitimación activa para la promoción de esta acción la carencia de la titularidad del dominio, toda vez que aquélla no sólo favorece al dueño, sino también al poseedor, locador, usufructuario, usuario o cualquier otra persona con un título análogo, por cuanto se trata de una acción de carácter personal. Por tanto, y tal como se resolviera in re "Cánovas c/ Vera s/ Desalojo", año 2008, Rosario, Cámara de Apelaciones, Circuito - Sala IV - No es imprescindible que haya existido tradición para que el comprador pueda accionar por desalojo, pues el contrato de compraventa lleva implícita la cesión de todos los derechos que competen a la cosa, sean reales o personales, quedando exceptuados únicamente, los llamados personalísimos". 

En el caso en examen, como ya se dijo en la escritura n° 11 de fecha 24/06/09, por la que el Sr. Arturo Domingo Miranda, vende al Sr. Mauricio Andrés Videla, el inmueble expresamente se establece que el vendedor cede todos los derechos y acciones derivados de la posesión y que el comprador se hará cargo del juicio de desalojo contra la ocupante. En consecuencia, habiéndose acreditado en autos el carácter de tenedora de la demandada y la legitimación del actor para promover la acción de desalojo, corresponde condenar a la Sra. Rosario del Carmen Farrando a desocupar el inmueble de calle Tinogasta n° 528, Barrio E.P.A. de Carrodilla, Luján, en el plazo de noventa días corridos de quedar firme la sentencia, bajo apercibimiento de lanzamiento con el auxilio de la fuerza pública (art. 399 bis II inc. 12° del C.P.C.). 

Por todo lo expuesto precedentemente se debe hacer lugar al recurso de apelación promovido a fs. 180 por la parte actora y modificar la sentencia de fs. 172/174, haciendo lugar a la demanda de desalojo. Así voto. 

La Dra. Miquel, adhiere por sus fundamentos al voto que antecede y amplía en los siguientes términos: 

En la sentencia dictada en la causa "Dalmau..." que cita mi colega preopinante, esta Cámara de apelaciones revocó una decisión que emití como juez de primera instancia. Por esa razón debo dejar establecido a todo evento que, mi adhesión al voto precedente, se justifica por las distintas particularidades que esta causa presenta. En efecto, en el precedente, la actora había reconocido que no tenía la posesión íntegra del inmueble en litigio; junto con ello, la causa arrojaba que su antecesor tampoco había contado con la posesión correspondiente. En la especie, por el contrario, el actor es sucesor particular de un transmitente que sí adquirió la posesión del inmueble que se pretende desalojar, según fue reconocido por la propia vendedora. 

Comparto en definitiva con mi distinguida colega preopinante que se da en la especie un "constituto posesorio" (art. 2462 inc. 3 y 6 del CC.) que, como es sabido, exige para su exteriorización la existencia de dos actos: uno por el cual el enajenante se desprende de la posesión y otro según el cual pasa a conservar la cosa como mero tenedor. Señalo a todo evento que, si bien se debate con respecto a la posibilidad que un contrato real como el comodato pueda ser objeto de "constituto posesorio", una doctrina más moderna considera que esa es la figura que mejor contempla la situación del vendedor que sigue ocupando el inmueble después de haber suscripto la escritura pública y aplica, en casos como el de marras, las reglas de mención (Kiper, C., comentario al art. 2.462 del cód. civ. en Código Civil y leyes complementarias, en Código Civil y leyes complementarias, Dir. Zannoni - coord. Kemelmajer de Carlucci, Astrea, Bs. As., 2.005, T. 10, pág.473 y nota Nro. 25). 

Desde luego tengo en miras que, para que se dé el "constituto posesorio", debe tratarse de dos actos reales, serios, distintos, independientes y de fecha cierta, cuya realización debe probar quien lo invoca; sin embargo, no pierdo de vista a la par de lo anterior que, ese tipo de recaudos, tiende prioritariamente a la protección de los terceros interesados y que, en el caso, el debate involucra a los contratantes originarios y a uno de sus sucesores (art. 1.195 cód. civ. véase: Kiper, C., comentario al art. 2.462 del cód. civ. en Código Civil y leyes complementarias, cit., pág.472). 

Frente a la realidad descripta, en suma, cabe poner en valor que, la vendedora a quien se quiere desalojar, ha admitido que transmitió la posesión del inmueble y que ella permanece en el mismo, como tenedora. Tal reconocimiento emerge del acto escriturario- con el aval indiciario que al respecto emana de la desafectación del inmueble del régimen de Bien de Familia- y también de la actuación notarial de fs. 5/6. En mérito de ello, ninguna verosimilitud puede reconocerse a la afirmación efectuada en la instancia judicial por la enajenante demandada, en el sentido que ella conservó, pese a la venta, la posesión del inmueble vendido (véase, en términos concordantes:ED 86-617). 

Con las aclaraciones previas, cierro el círculo de razones que me inclinan a compartir el voto precedente. 

Sobre la Segunda Cuestión, la Dra. ANA MARÍA VIOTTI dijo: 

Atento el resultado del recurso planteado las costas de ambas instancias deben ser soportadas por la demandada vencida (arts. 35 y 36 del C.P.C.). Así voto. 

La Dra. Miquel, adhiere por sus fundamentos al voto que antecede. 

Por lo que se dio por terminado el presente acuerdo procediéndose a dictar la parte resolutiva de la sentencia la que se inserta a continuación. 

SENTENCIA 

Mendoza, 3 de abril de 2.012.- 

Y VISTOS: por lo que resulta del acuerdo precedente el Tribunal 

RESUELVE: 

1°) Hacer lugar al recurso de apelación promovido a fs. 180 por la parte actora y en consecuencia, modificar los dispositivos I, II y III a) de la sentencia de fs. 172/174, que quedan redactados de la siguiente forma: 

I.- Admitir la demanda de desalojo deducida a fs. 7/9 por el Sr. Mauricio Andrés Videla, contra la Sra. Rosario del Carmen Farrando y en consecuencia, condenar a ésta y a cualquier otro ocupante a desocupar el inmueble de calle Tinogasta n° 528, Barrio E.P.A., Carrodilla, Luján, en el plazo de 90 días corridos de quedar firme la presente sentencia, bajo apercibimiento de lanzamiento con el auxilio de la fuerza pública. 

II.- Imponer las costas a la parte demandada vencida. 

III.- Regular los honorarios profesionales de la siguiente forma: a) Por la actuación en el principal: Dr. Emilio Mario Bertolini en la suma de $ 900; Dr. Pablo Priore Moyano en la suma de $ .; Dr. Gustavo Cristian Sánchez en la suma de $ .; Dr. Armando Rodríguez Montero en la suma de $ . (arts. 3, 10, 11, 13 y 31 ley 3641 modificada por decreto-ley 1304/75). 

2°) Imponer las costas a la demandada vencida. 

3°) Regular los honorarios profesionales de la siguiente manera: Dr. EMILIO BERTOLINI en la suma de $ 1.080; Dr. ARMANDO RODRIGUEZ MONTERO en la suma de $ .; Dr. GUSTAVO C. SANCHEZ en la suma de $. (arts. 15 y 31 ley 3641 modificada por decreto-ley 1304/75).- 

NOTIFÍQUESE Y BAJEN.- 

Dra. ANA MARÍA VIOTTI 

Juez de Cámara 

Dra. SILVINA MIQUEL 

Juez de Cámara 

SE DEJA CONSTANCIA QUE LA PRESENTE RESOLUCION ES FIRMADA POR DOS MAGISTRADOS ATENTO A 

ENCONTRARSE VACANTE EL TERCER LUGAR EN VIRTUD DE HABERSE ACOGIDO A LOS BENEFICIOS DE LA 

JUBILACIÓN EL DR. ALFONSO BOULIN A PARTIR DEL 01 DE MARZO DE 2012 (ART. 141 Ap. II DEL C.P.C. 

Dr. MARCELO OLIVERA 

Secretario 


